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30373 Saja Segunda. Recurso de am/KUO número J56/86.
Sentencia número B6/86. de J de no,iembrt.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria llegué Cantón, Presidenta; y don An¡el Latorre SeBura.
don Fernando <:larda-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

. En e! recuno de amparo numero 356/86, promovido por la
Procuradora de los Tribunales doña Amalia Amar santos en
nombre y representación de don Manuel Femlindez Jicome, con
asistencia de! Letrado don Juan C. Zotarain, contra Auto de la
Audiencia Provincial de Zomora de 8 de marzo de 1986 Y contra
los confirmados por &te, dietados por e! Juzaado ele Instrueeión de
Benavente en las diliaencias previas 340/19f5, de 15 de octubre, y
de 17 de febrero de f986, en el que ha comparecido e! Ministerio
Fiscal y ha sido ponente el Magistrado don Fernando Garcia-Mon
González-Regueral quien exjlresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

Primero.-En el presente recurso de amparo interpuesto contra
las resoluciones expresadas en el encabezamiento, se denuncia
infracción de! art. 24.1 de la Constitución por entender el recu­
rrente que no se le ha prestado la tutela judicial efectiva que
garantiza dicho~; toda vez que al decretar e! arebivo de las
diligencias prevJ8S sOguidas ante el Juzgado de Instrueeión de
Benavente. con motivó-de un accidente de tráfico en el que Meció
la hija del recurrente en amparo, cierran el paso al procedimiento
penal correspondiente, -Quedando resuelto el fondo del asunto sin
haberse seguido basta Sentencia el proceso penal. El recurrente
aclara que no pretende se le dé la razón en sus J?lanteamientos de
fondo, sino que se resuelva éste luego de tranutar con todas las
garantias el prooedimiento penal que corresponda, sea juicio de
faltas o diligencias preparatorias. Solicita por eno que, estimando
el recuno de amparo, se anulen los autos recurridos y se reconozca
su derecbo al proceso correspondiente. Con el escrito interpo­
mendo el m:uno se aportaron las co,I'Ías de las resoluciones
recurridas, de las que resulta: Que el aCCIdente de tJifico causante
de la muerte de Ana Isabel Fernández Aparicio, hija del recurrente
en amparo•. «se debió a no respetar ésta la preceptiva señal de stop»;
y como qUIera que se ha producido el faDccinliento de la culpable
del accidente -dice el auto del Juzgado de 17 de febrero de 1986­
«procede el sobreseimiento de estas diligencias, de conformidad
con lo dispuesto en e! art. 637 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal en relación con e! art. 112 del Códi$O Penal». Para e! Auto
de 8 de marzo de 1986, dictado por la Audiencia Provincial en la
apelación, lo~te es, de conformidad con el art. 789 de la
I.ey de Enjuietamiento Criminal, dietar la primera de las resolucio­
nes previstas en dicho precepto; es decir, e! an:hivo de las
diligencias por no resultar de las mismas ninguna apreciación de
cull?'! en el conductor del otro vehículo que intervino en el
aca~nte.· .

SeBundo.-Por providencia de 23 de abril de 1986, la Sección
Tercera del Tribunal acordó admitir a trámite el recurso de amparo
y tener por penonada y parte en el mismo en nombre del
recurrente a la Procuradora de los Tribunales doiIa AmaIia Aznar
Santos y requerir al Juzgado de Instrucción de Benavente y a la
Audiencia Provincial de Zomora, la remisión de las actuaciones
judiciales y el emplazamiento de quienes hubiesen sido parte en las
mismas. a excepción del recurrente. para que pudieran personarse
en este proceso constitucional. .

Tercero.-Recibidas las actuaciones, la Sección por providencia
de 28 de mayo de 1986 acordó dar vista de las mismas al Ministerio
Fiscal y al recurrente para que en el plazo de veinte días formulasen
las alegaciones que estimaran procedentes.

El Ministerio Fiscal por escrito de 13 de junio de 1986, interesa
del Tribunal diete Sentencia c!esestimatoria del m:uno de amparo.
En slntms funda esta petición en no ser cierta la afirmación del
recurrente en amparo, de haberse dictado una resolución sobre el
fondo, sin haberse seguido el prooeso penal incoado con motivo del
accidente de cimllación en que falleció la hija del recurrente.
Afirma el Fiscal que e! proceso se inició con las diligencias previas
seguidas ante e! JuzgadO de Instrucción de Benavente y en ellas se

practicaron cuantas diligencias y actuaciones se estiniaron perti­
nentes para adatar loo liechoo; y como Jaultado de las mismas y
sin que solicitara nin¡una otra el padre de la víctima. penonado
como perjudicado, se dict6 la resolución que el Juzgado y la
Audiencia Provincial estimaron procedente; es decir, la primera de
las previstas en el art. 789 de la U.Cr. La DO conformidad con esta
resolución que es, en realidad, lo combatido en el recuno de
amparo, no puede ser revisado en este proceso de conformidad con
el objeto del mismo y las normas que lo ncuJan.

El recurrente en amparo DO presentó nllCV8l alqaciones, por lo
que ha de estarse a las eXJ?....... en IU escrito inicial.

Cuano.-Por providencia de 22 ele octubre de 1986, se señaló
para deliberación y votación de esta Sentencia el día 29 siauiente.

11. FUNDAMENTOS JURlDlCOS

Primero.-Las resoluciones recurridas se han dietado en e!
prooedimiento de wgencia que para delemtinados delitos se 1"CJuIa
en el titulo 11I del Libro IV ele la Ley de Enjuiciamiento Criminal,
articulo 779 y siguientes. En esta clase de procesos, como recuerda
el Ministerio F"JJCa1 en aus a1eIaciones, hay que~'ir tres
etapas O filies. La primera esté oonstituida por las . cías
previas en que, a modo de inIIIuc:eión, se praetican las
necesarias para poder llegar a una de las resoluciones previstas en
el arto 789 de la Ley de EDjuieiamiento Criminal: An:hivo de las
actuaciones o sobreseimiento ~onaI, remisión de las mismas
al Juzgado compete para juicio ele faltas, inhibición a favor
de la jurisdicción de men formación de sumario o, finalmente,
cuando se trate de clelitol tu7" fallo compete al Juzgado de
Instrucción, seguir las dili&encw preparatorias reguladas en el
capitulo n de este titulo. A esta ...,mda etapa del mismo
nrocedimiento -diIiaencias preparatorlaa- 1610 se llega si el Juez de
Instrueeión dieta la última iIe las resoluciones citadas; es decir, la
quinta del art. 789: Seauir el proeedimiento mediante las diligencias
preparalO\'Í8S resuJadU en la SecciÓll Primera del capitulo 11,
FinaImetíte, la ten:era etapa de este proceso es el juicio oral ante el
Juzaado de Instrucción.

En el presente caso, como resuha de las actuaciones recogidas
en los antecedentes y se reconoce en e! escrito inicial de este
recuno, el Juzaado de Instrucción de Benavente en las diligencias
previas 340/1915, incoadas con motivo del accidente de cin:uIación
en que falleció la hija del recurrente en amparo, se tuvo a &te por
penonado como parte perjudieada y se praeticaron las diligencias
que se estimaron prooecIentes.Jl8lllla ~~ón de los hechos
(declaraciones de tOdos los teslJ¡OS presenciales, informe técnico de
lo Guanlia Civil, inspección ocular, croquis de la forma en que
ocurrió e! accidente, informes médiCOS, etc.). Con base en estas
diligencias. y ::'~ue pidiera la práclic:a de ninguna otra el
recurrente, el J o de Instrucción de Benavente dict6 el Auto de
15 de octubre de 1985 por e! que acordó e! sobreseimiento de las
diJiaencias en virtud de lo dispuesto en el art. 637 de la L.E.Cr. en
relación con el art. 112 del C.P., Auto que fiJe confirmado por el
propio Juzpdo al resolver e! m:uno de reforma por el de 17 de
febrero de 1986, a su vez confirmado por la Audiencia Provincial
de Zomora por Auto de 8 de marzo de 1986 que desestimó la
apelación y, de conformidad con el art. 789 de la L.E.Cr., dictó la
primera de las resoluciones previstas en este precepto. El contenido
y fundamentación de estas resoluciones, ha quedado recogido en el
antecedente primero de esta Sentencia.

SeBundo.-De lo ex...-.. en el fundamento anterior resulta la
inexactitud de que parte el recurrente en amparo. Entiende que se
ha resuelto el fondo del asunto, sin habenc dietado una Sentencia
con todas las prantlas lepIes reauJadoras del proceso; ya sea en las
dilipncias prql8I'8torlas previstas por la resolución quinta del
artieuIo 789 de la L.E.Cr.; o en d juicio de filltas a que se refiere
la segunda de las resoluciones que determina dicho precepto.

Mas \o cierto es que el art. 789 de la L.E.Cr. no impone al
juzgador nin¡una de las resoluciones previstas en el mismo, sino
que le permite en e! ejercicio de IU poteatad jurisdiccional y, a la
vista de las~ practicadas, decidir con arreaIo a su criterio
debidamente motivado la resolución que estime aplicable al caso.
Y esta resolución, conforme al último apartado del mismo art. 789,
es susceptible del m:uno de apelación que, in\erPUCSlO por el abora
recurrente en amparo, fue desestimado por la Audiencia Provincial.
Obtuvo, pues, tres resoluciones fundadas en clem:bo y dietadas por
los Orpnos judiciales competentes con arrealo a .las nonnas
procesales reguladoras de estos procesos. Se Da sallsfecho, por
tanto, e! clem:bo a la tutela judicial prantizado por el arto 24 de la
Constitución, mediante el ejercicio de la potestad jurisdiccional en
la forma que determina e! art. 117.3.

Tercero.-El recurso de amparo "tOnstitucional, como reiterada­
mente viene declarando este Tribunal y reconoce en su escrito el
recurrente, no es una instancia revisora de lo resuelto J?Or los Jueces
y Tribunales de Justicia en el ejercicio de la potestad Jurisdiccional
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a eDos encomendada por el art. 117 de la Constitución, sino un
remedio que protese los deJec:hos y libertades reconocidos en los
arta. 14 a 29 de la misma. De ahí que cuando se utiliza tiente a las
resoIucionesjudicialeo, es necesario, como dispone el art. 44.1, b),
de la Ley Or¡ánica del Tribunill Constitucional, "'lue la violación
del derecho o libertad sea im:;a.: de modou.:na:~
a una acción y omisión del judicial con . . de
los hechos que dieron lupr al proceso en que aqueDos se
produjeron ac:en:a de los que, en niD¡ún caso, entnlrl\ a conocer el
Tribunal Constitucional».

El recurrente dice respetar esta eXipncia en su recuno, porque
no pide una resolución fllvorable a sus pretensiones en el proceso,
sino que cualquiera que sea la clase de áte~ preparalOo
rias o juicio de filItss-, lo que soücita es la tramitación del mismo
conlodas las pran1las procesales hasta Sentencia sea_ filvorable
o adversa. Mas este planteamiento que seria conecto Y suoceptible
de amparo si se le hubiese neaado efectivamente el proceso, psJ1e
del error señalado en los iIos primeros fundamentos de no
considerar iJltegrante dell'""'"?" rquIado por el titulo IIJ, del libro
IV, de la LE.Cr., las dili¡enciaa previaa con que se inicia y que
pueden leplmente terminar en cualquiera de las resoluciones
previstas en el art. 789. La diseonformidad con la resolución asi
dictada y confirmnda en la apelación, que es lo realmente imP.....
nado en amparo, no es susceptible de este recuno porque exigiría

30374 Pleno. Recurso de insconstitlldona/idad número
7J7/198J. Sentencia número 1J7/1986, de 6 de
noviembre.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; doña Gloria llegué Can­
tón, don "!'Jel Latorre Segura, don Francisco Rubio Uorente, don
Luis Diez·Picazo y Ponce de León, don Antonio Truyol Sena, don
Fernando Gan:la-Mon J GonzMez-ResueraJ, don Carlos de la Vep
Bonayas, don EUSOnio Dia:z Eimil, don Miguel RodriBuez-Piñero y
Bravo-Ferrer, don 1esús Leauina Villa Y don Luis López Guerra,
Masistrados, ha pronunciadO

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de iJlsconstitucionalidad núm. 737/1983, inter­
puesto por el Letrado del Estado, en representación del Presidente
del Gobierno, contra la Ley del Parlamento Vasco 1S/1983, de 27
de julio, por la que se crea el «Euskallkastolen Erakundea-Instituto
Vasco de IkastotaD, Y se aprueba el Estatuto ¿~co de las
ikastolas. Han sido parte. en el asunto, el Par to Vasco,
representado por el Abogado don Carmelo Zama1loa Astiprrap Y
el Gobierno Vasco, representado por el A~ don 1avier
Madariap zamaDos, y ha sido Ponente el Masistrado don Luis
Diez.Picazo, quien expresa el parecer del Tribuilal.

L ANTECEDENTES

Prímero.-Por escrito de 7 de noviembre de 1983, el Abogado
del Estado, en representación del Gobierno de la Nación, interpuso
recuno de insconstitucionalidad contra los arta. 1, apartados
último, IS, 16, 17, 19,20, 22, la dispnsición adicional pnmera in
fine y, por conexióD o consecuencia contra los arta. 2, 3, 18 y 21,
de la Ley 15/1983, de 27 de julio, del Parlamento Vasco, por la que
se crea el cEuskal lkastoIen Erslnn",ea-Instituto Vasco de Ibsto­
taD y se aprueba el Estatuto jw1dico de las ikasto1as, publicado en
el «Boletin Oficial del Pala V_ nÚd1. 117, de 6 de aaosto de
1983; y solicitó que se diete Sentencia por la que se declare la
insconstitucionalidad de los preceptos impuanados.

Seaundo.-La Seoción Cuarta del Pleno de este Tribunal, por
providencia de 16 de noviembre de 1983, acordó admitir a tnimite
el recurso y dar traslado de la demanda al Co_ y al Senado,
asi como al Gobierno y al Parlamento Vasco, por conducto de sus
respectivos Presidentes, al objeto de que en el plazo de quince días
pudieran personarse en el procedimiento y formular las alepciones
que estimaren oportunas.

Acusaron recibo el Con¡reso de los Diputados y el Senado,
otieciendo su colaboración a efectos de lo dispuesto en el art. 88.1,
de la LOTe. Los Abopdos don Carmelo zamaDoa AJtiIarrs4a y
don 1avier Madariap zamaDos, en representación, ~va­
mente, del Parlamento y del Gobierno del Pals Vasco, solicitaron
se les tuviera por personados y psJ1e en el recuno interpuesto y que
se les concediese prórrop del plazo Iesalmente es1abIecido para
formular alepciones. La Seocióre'lb~teIler por comparecidos y
psJ1e en el Jl"!""'imiellto a los . l.etradOS, en la re¡n:esenta­
ción acreditada, prornJlÓ en ocho días el plazo concedido para

UD nuevo análisis de los hechos -el que patrocina el recurrente- en
el que no puede entrar el Tribunal Constitucional.

FALLO

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR
LA AUTORIDAD QU~ LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NAClON ESl'ANOLA.

Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por la Procuradora
de los Tribunales doña Amalia Azoar Santos en nombre y
represenlación de don Daniel Fernández 1ácome, contra el Auto
dictsdo por la Audiencia Provincial de zamora el 8 de mano de
1986, coilfirmatorio de los Autos, tambiál recurridos, dictados por
el1UZPdo de Instrueción de Bonavente en IS de octubre de 1985
y 17 de febrero de 1986, en las ~ias previas 340/1985.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 3 de noviembre de 1986.-Gloria llegué
Cantón.-An¡el Latorre Segura.-Feroando Qarcia·Mon y Gonzáfez·
ResueraL-Carlos de la Vep Bonayas.-1esús Leguins Villa.-Luis
López Guerra-Firmados y rubricados.

fonnular alqacioneo, de acuerdo con lo establecido en los arts. 306
y 307, de la Ley de Enjuiciamiento CiviL en armonía con lo
dispuesto en el art. 80, de la Ley Orgánica del Tribunal.

'ren:ero.-Manifiesta el Abogado del Estado en su escrito de
demanda que los preceptos sobre distribución de competencias en
materia de ed1lC8ClÓD, contenidos en la Constitución, en el Estatuto
de Autonomla del Pala Vasco y en la Ley Or¡ánica del Estatuto de
Control Escolares (en adelante LOECE>, según la interpretación
sentada por el Tribunal Constitucional en distintas Sentencias, han
sido vulnerados por los preceptos que imPlJllUlll de la Ley del
Parlamento Vasco 15/1983. sobre ikastolas.

El art. I, .....odo~o, de la Ley 15/1983, en cuya virtud la
creación del Instituto Vasco de Ibstolas .... considerará como un
paso transitorio hacia la consoüdación de la escuela pública vasca,
reauIada por las Instituciones de la Comunidad Autónoma y con
Cuerpos de Funcionarios Docentes propios de ~ta», se desprende
que el espiritu y finalidad de la Ley imPUllllada no es otro que el
de sentar las bases para la estructuración definitiva de un sistema
docente propio, paralelo y separado del resultante de la ordensción
aeneral de la educación en toda EsDaña. que'corresponde establecer
al Estado SOSún el art. 149.1.30, dO la Constitución en relación con
la disposicióD adicional 5e8UncIa, punto A, de la LOECE, y con el
art. 16, del Estatuto Vasco.

Reconoce el Abopdo del Estado la admisibiüdad constitucional
y Iepl de las ikasto1as, pero coasidera no conforme con la
Constitución suplantar, como pretende hacer la Ley que se
impu¡na, la escr":Cblica nacional, instrumenl6 de un sIStema
educativo homo para toda~ a~ del u.t. 27.8 de la
Constitución, por una escuela pública vasca 'que, en virtud de su
especialidad de enseñanza en vucuence, se separe de la ordenación
aeneral del sistema educativo y de las enseñanzas minimas que
coilespnnde establecer al Estado.

No puede aleprse como titulo habiütante, complementario y
1e&itimador para dictar la Ley impllll"ad:a el art. 6 del Estatuto
Vasco. Si bien es cierto que las insbtuciones de la Comunidad
Autónoma tienen la obüpción de prantizar el uso del castellano
y del vascuence, resuIando las medidas y medios necesarios para
~ su conocimiento, toda vez C}.ue también el vascuence,
junto ODn el castellano, es len_ oficial en el Pala Vasco, no es
menos cierto que, en puridad, sólo el castellano es la 1en_ que
todos los ~oles tienen el deber de conocer y el _ho a usar
(art. 3 e.E.), en tanto que el Estatuto Vasco sólo reconoce el
derecho a conocer y usar el vascuence más no el deber, y ello sin
peljuicio de que el art. 6, en si no es una norma atributiva de
competencia '1 que cuantas medidas adopte el Pala Vasco en virtud
de las previsIones contenidas en el apartado 2 de dicho precepto
halrin de encuadrarse dentro del Ambito de sus competencias
estatutarias.

Subraya el Abopdo del Estado que la Comunidad Autónoma
tiene competencia en materia de enseilan2a, con la extensión y
limites a los que hace referencia el art. 16 del Estatuto, habiitldose
procedido a la transferencia de los medios personales y materiales
necesarios para el. ejercicio de dicha competencia en virtud del Real
Deereto 3195/1980, de 30 de diciembre. De todo eDo se sisue que
la Administración docente en el territorio vasco es la Administra­
ción autonómica y que si, mediante la Ley que se impu¡na, se
pretende consspar una escuela póblica vasca de enseñanza en
_ con voeacióD evidente de exclusividad, resulta obvia la

-


